CONSEJO REGIONAL DE ECONOMÍA SOCIAL

DE CASTILLA-LA MANCHA

Comisión de arbitraje, conciliación y mediación.

Avenida de Irlanda, 14.

45071 - Toledo

EXPEDIENTE ARBITRAJE.-  Nº AR - 49/2012.
MODALIDAD.-   DE  DERECHO
DEMANDANTE.-  Dña. XXXXX
DEMANDADA.-  COOPERATIVA XXXXX
LAUDO 4 / 2013
En Albacete, a tres de julio de dos mil trece.

Justo Juan Pliego Romero, colegiado nº XX del Ilustre Colegio de Abogados de Ciudad Real, con domicilio a efectos de notificaciones en XXXX en la localidad de XXX, provisto con D.N.I. nº XXX, habiendo sido nombrado  Árbitro Único en el expediente número  AR - 49/2012, en virtud de Resolución de fecha 16 de noviembre de 2012 de la Secretaría del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha, después de tener en consideración las alegaciones manifestadas y una vez examinada la prueba aportada, procedo a dirimir en Derecho las cuestiones que me han sido planteadas por las mismas, exponiendo a continuación los siguientes 
ANTECEDENTES
I.-  PRETENSIONES DE DÑA. XXXXX ACTUANDO EN SU CONDICIÓN DE EX SOCIA ANTE LA ENTIDAD XXXXX
DOÑA XXXXX, mayor de edad, con D.N.I. nº XXX, que actúa en el presente procedimiento bajo la representación del letrado D. XXX, colegiado nº XX del ICA de Valencia, estando debidamente apoderado por documento notarial otorgado ante el Notario de XXX D. XXX, en fecha 4 de octubre de 2011, con número de protocolo 1.204, estando legitimada activamente en este procedimiento en su calidad de ex socia de la cooperativa XXXX, en su escrito inicial de fecha 22 de mayo de 2012 de solicitud de arbitraje en la modalidad de Derecho, que dio lugar al presente expediente arbitral, se plantearon las cuestiones que sucintamente se exponen a continuación:
PRIMERO.-     Que la demandante era socia cooperativista nº 813 de la sociedad XXXX desde el año 2000, habiendo solicitado la baja voluntaria en la misma por escrito de fecha 20 de mayo de 2011. Señalaba que se había planteado originalmente la reclamación objeto del presente arbitraje en la vía jurisdiccional, habiendo conocido del mismo el Juzgado Mixto Nº X de los de XX, aunque dicho órgano estimó en un auto de fecha 25 de abril de 2012 la declinatoria formulada de contrario por la cooperativa demandada, remitiendo entonces el conocimiento y resolución de esta controversia a los órganos de resolución de conflictos del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha.
SEGUNDO.-    Señaló la ex socia en su escrito que desde la campaña 2001/2002, había venido acogiéndose al método de agricultura ecológica al amparo del Reglamento (CE) nº 834/2007 ostentando el número de operador ecológico CM-XXX, teniendo vigencia dicho carácter de productor hasta el 13 de julio de 2011 tras superar la preceptivas prórrogas.
La cooperativa demandada desde el año 2002 hasta el 2007, habría tenido la condición de productor ecológico con el nº CM-XXX, por lo que los socios podían aportar a la misma su producción que entraba en los parámetros como de tipo ecológico. Sin embargo, desde el año 2007 la cooperativa perdió esa condición de operador ecológico no pudiendo desde ese ejercicio elaborar su producción bajo esa calificación en XXXX.
Continua la demandante alegando que tras haber perdido la cooperativa la calificación de ecológico, la entidad habría permitido que los socios llevaran su cosecha de uva ecológica a otras entidades, como la Cooperativa XXX  y/o a la mercantil XXX en diferentes ejercicios - ambas entidades con domicilio en la localidad de XXX, provincia de XXX -, dado que en estos casos si ostentaban la autorización para una línea ecológica, tanto en el ejercicio 2007 como en las campañas agrícolas posteriores.
TERCERO.-   Que el Consejo Rector de XXXen su reunión de fecha 19 de noviembre de 2010 adoptó el acuerdo para iniciar el expediente sancionador nº X/X contra la demandante, por la presunta comisión de una falta tipificada como muy grave en el artículo 17, letra f) de los Estatutos Sociales, contra las que presentó oportunas alegaciones la expedientada en su escrito de fecha 23 de diciembre de 2010.

En fecha 22 de marzo de 2011 se notificó a la ex socia la resolución del órgano de administración de fecha 11 de marzo de 2011, por la que se le imponía una sanción pecuniaria por valor de CUATRO MIL SESENTA EUROS (4.060,00 euros), frente a la que formuló impugnación ante la Asamblea General de la cooperativa.

Habiéndose celebrado la misma el día 21 de julio de 2011, se debatió ese recurso como primer punto del orden del día, siendo finalmente acordada la desestimación de aquel, notificándosele el resultado de la misma el día 2 de septiembre de 2011.

CUARTO.-   Que califica en su escrito la ex socia el acuerdo de la Asamblea como NULO tanto en sus requisitos de forma como en los de fondo, señalando como motivos la ausencia de los primeros por:
a) No respeto a la forma de convocatoria.

b) Incumplimiento de las normas para la adopción de acuerdos, al no haberse dado lectura al recurso planteado y realizarse el voto a mano alzada y no en forma secreta.

Respecto a los incumplimientos en el fondo, se habrían vulnerado a juicio de la demandante:

a) La doctrina de los actos propios.

b) El principio de igualdad.

c) Los principios de culpabilidad y proporcionalidad.

Además, alega la demandante que es su hermano don XXX quién gestiona y cultiva de hecho sus explotaciones agrarias, aunque la titularidad sea de la demandante, que según el mismo habría solicitado reiteradamente copia del acta de la Asamblea celebrada el 21 de julio de 2011  y/o de su grabación, sin que hasta la fecha del escrito de demanda se le haya entregado.
QUINTO.-  Mediante escrito de fecha 20 de mayo de 2011 la demandante habría solicitado su baja voluntaria de la cooperativa, habiendo sido calificada ésta por el Consejo Rector como injustificada en su Resolución de 21 de julio de 2011 – documento núm 17 de la demanda -, lo que a juicio de la ex socia demostraría la animadversión que la entidad tiene en sus actuaciones frente a ella, todo ello sin perjuicio del anuncio que la ex socia hace en su escrito de la posible exigencia de responsabilidades personales a los miembros del Consejo Rector, que le serían exigibles al amparo del artículo 44 de los Estatutos ante los órganos de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, según la propia ex socia mantiene.
SEXTO.-    La demandante como conclusión de su escrito de inicio solicitó de este Árbitro que declarara como  “nulo / anulable, y sin efectos alguno”, el acuerdo de la Asamblea General de 21 de julio de 2011 por el que se desestimó el recurso de aquélla contra  la sanción pecuniaria objeto del presente procedimiento.

II.- CONTESTACIÓN DE LA COOPERATIVA XXXX
Por su parte, la  Cooperativa XXXX, con domicilio social en la localidad de XXXX, provincia de XX, en calle XXX, provista de C.I.F. nº XXX y actuando en calidad de representante ante este procedimiento, debidamente apoderada por la entidad por documento notarial otorgado ante el Notario de Casas Ibáñez D. XXXX, en fecha 26 de octubre de 2011 y con número de protocolo XXX, la letrada del ICA de XXX, Doña XXX, colegiada nº XX, siendo prestado aquel por el representante legal de la entidad, Don XXXX, provisto de XX; que contestó ante el Consejo Regional de Economía Social mediante escrito de aceptación y posterior de contestación a las alegaciones, de fecha 28 de junio de 2012, en el que planteó de contrario los siguientes argumentos que se resumen a continuación.
PRIMERO.-   De inicio, la cooperativa demandada planteó como excepción la caducidad de la acción en este procedimiento por el transcurso del plazo de un mes para la impugnación del acuerdo social ante la jurisdicción competente desde la adopción y notificación de aquel. 
Señala la cooperativa que el acuerdo de desestimación del recurso se le notificó el 5 de septiembre de 2011, contra el que con posterioridad interpone demanda en vía jurisdiccional el 5 de octubre de 2011 – habiendo transcurrido el plazo de un mes alegado por la cooperativa del artículo 38 c) de la vigente Ley 11/2010 de Cooperativas para impugnar el acuerdo de sanción -, como el Juzgado acepta la declinatoria con fecha 2 de mayo de 2012 siendo éste el plazo a partir de cual se reiniciaría el cómputo suspendido por el procedimiento judicial, por lo que al plantear su solicitud de arbitraje el 23 de mayo de 2012 habrían transcurrido un mes y 21 días y ello daría base a que se formule la CADUCIDAD de la acción
SEGUNDO.-  Alegó la demandada de forma correlativa a los diferentes asuntos planteados por la socia demandante en su escrito de solicitud, fijando así el objeto del presente procedimiento arbitral.

Como primer punto, la cooperativa mostro su disconformidad respecto al contenido de los acuerdos de la entidad tras perder la misma su condición de operador ecológico a partir del año 2007, según los cuales lo que se acordó en el ejercicio 2008 era que todos los socios con producción ecológica debían entregarla a la Cooperativa  XXXX de XXX, con la que se concertó un acuerdo según el cual los socios de XXX obtendrían los mismos precios que los socios de dicha cooperativa, debiendo aportar dichos socios el resto de su producción no ecológica a la cooperativa demandada.
Con el fin de calcular los gastos imputables por los costes fijos de los socios de XXX que no entregaran su producción ecológica, se habría establecido la obligación de que aportaran a ésta los tickets de entrega de uva de la cooperativa de XXX; obligación que al igual que la anterior se habría establecido en la Asamblea General Extraordinaria de fecha 7 de septiembre de 2008, y que no se habría cumplido en cuanto a la entrega de tickets por la ex socia demandante.
En 2009 se habría llegado a un acuerdo con la misma entidad cooperativa de XXX, de la que se habría informado en una Asamblea informativa sobre normas de campaña en septiembre, en cuyo desarrollo según la cooperativa se repetiría la misma situación y forma de actuación, entregando su producción no ecológica a XXX pero igualmente la ex socia no habría entregado los tickets de uva ecológica.

TERCERO.-    Ya en el ejercicio 2010 el acuerdo sobre la uva ecológica se celebra con la mercantil XXXX con los mismos condicionantes, y al igual que en la campaña anterior se habría informado de dicha situación en Asamblea informativa de campaña, aunque en este caso la ex socia demandante hizo entrega del total de su producción a la Cooperativa XXXX, dado que se había incorporado como socia a la misma, argumentando la cooperativa que a diferencia de lo alegado por la demandante no toda su producción era de carácter ecológico, sino que habría un porcentaje sin esa calificación que no se habría entregado a XXX, incumpliéndose tanto la obligación establecida con la mercantil de XXX como con la propia entidad cooperativa de origen.
CUARTO.-   Señala la Cooperativa que respecto a la sanción impuesta al amparo del artículo 11.3 de los Estatutos - por no participar en la actividad cooperativizada de XXXX -, se fundamentó en el hecho de que no se habría liberado a ningún socio de producción ecológica de la obligación de entrega de producto a la misma, sino que se establecía el destino de la referida producción por acuerdo de la cooperativa a una entidad distinta.
Argumenta la entidad demandada que se ha garantizado en todo momento el derecho de defensa de la ex socia, pudiendo plantear las alegaciones que a su derecho le convinieran, así como la interposición del oportuno recurso ante la Asamblea.

Establece también la cooperativa que existiendo la obligación legal respecto de la producción ecológica de comercializar del 20 por ciento de ésta, podría haber obligado a los socios con esta producción calificada a que le hiciera entrega del 80 por ciento restante, algo que no se ha producido en aras a proteger los intereses de los socios.

QUINTO.-   Sobre los defectos formales aducidos por la representación de la demandante respecto de la convocatoria de la Asamblea del 21 de julio de 2011,  en la que se resolvió sobre el recurso de la demandante, se acredita por XXX que se publicó su anuncio de convocatoria en el diario LA TRIBUNA DE ALBACETE el viernes día 1 de julio de 2011, y se habría mandando carta ordinaria a la ex socia demandante, por lo que se habría dado cumplimiento a los requisitos de forma y plazo estatutariamente previstos, al fijar además como primer punto del orden del día la resolución de los recursos de expedientes sancionadores de diversos socios.
Con relación a lo afirmado por la demandante sobre el hecho de que no se leyera literalmente el recurso de la misma en la Asamblea antedicha, la cooperativa señaló en su escrito que el Presidente de la entidad dada la complejidad técnica del mismo optó por una explicación completa verbal sobre las alegaciones planteadas por la ex socia, añadiendo que se requirió de los asistentes la posibilidad de hacer preguntas sobre aquellos aspectos que no se hubieran aclarado, garantizando así a juicio de la entidad demandada el derecho de audiencia de aquélla al no haber comparecido ante la Asamblea para la que había sido debidamente convocada.
Finalmente, en este punto sobre la forma elegida para realizar la votación sobre la impugnación de la sanción impuesta, XXX en su contestación establece que el Presidente comunicó a los socios asistentes la obligatoriedad como secreta de la votación, pero que los mismos socios acordaron que la votación fuera pública, considerando la cooperativa que la renuncia a ese derecho se encontraría amparada en la propia naturaleza de un órgano soberano como es la Asamblea General.

SEXTO.-   Según la sociedad demandada, no existe la nulidad alegada del acuerdo asambleario, por cuanto es la conducta de la ex socia la que no cumple lo establecido por los órganos sociales respecto a la entrega de uva ecológica y al hecho de que no entrega el resto de la producción no calificada como tal a XXX, obligaciones que si se habrían cumplido por el resto de socios, por lo que no se habría vulnerado la doctrina de los actos propios al sancionar esa conducta.
También se opone la cooperativa a la alegada vulneración del principio de igualdad y no discriminación, dado que en la misma Asamblea General del 21 de julio de 2011 no fue el único expediente sancionador impugnado el de la demandante sino que también se resolvieron los expedientes de otros socios que habían incumplido sus obligaciones para con la cooperativa, junto con el hecho de que en todas las negociaciones con otras entidades siempre el objetivo ha sido que los socios participen en igualdad de condiciones, tanto en los precios como en las obligaciones para con XXX.
Concluye la cooperativa que en la tramitación y posterior resolución del expediente sancionador formulado contra la ex socia se han respetado escrupulosamente los principios de culpabilidad y proporcionalidad, rebatiendo que  frente a la alegada falta de motivación de la sanción, el artículo 18 de los Estatutos Sociales no impone la determinación de los criterios de cuantificación de la sanción, estableciendo para las infracciones muy graves una horquilla que va desde los 1.201,00 euros hasta un máximo de 12.000,00 euros.

SÉPTIMO.-   La cooperativa argumenta de contrario a lo expuesto por la demandante, que el hermano de la demandante don XXX solamente ha requerido copia del acta de la Asamblea de 21 de julio en su escrito de 3 de septiembre de 2011 – habiendo entrado el mismo en la cooperativa el 3 de octubre de 2011 -, al que se le contestó en forma escrita el 7 de octubre de 2011 señalando que de acuerdo con el artículo 36 de la vigente Ley de Cooperativas, una vez que el acta se ha transcrito en el Libro de Actas se le permite el acceso al mismo en las oficinas de la cooperativa y a la certificación de los acuerdos adoptados, opción que según la cooperativa no se ha solicitado por la ex socia.
Con relación a la grabación que se lleva a cabo de la Asamblea, que también se había solicitado por la demandante, la cooperativa informa que simplemente tiene un carácter instrumental, por lo que transcurridos treinta días desde su celebración es destruida imposibilitando que se pueda facilitar.
OCTAVO.-   Contesta en este punto la cooperativa a la pérdida de la condición de socia de la demandante desde el 20 de mayo de 2011, y las consideraciones que establece la misma en su escrito de inicio sobre una calificación de la baja en función de la controversia derivada de este procedimiento sancionador, aspecto que carece de relación alguna, dado que el hecho que ha motivado la consideración como injustificada de la baja societaria ha sido el incumplimiento de la  falta de preaviso y no otras razones señaladas por la ex socia.
NOVENO.-    Como conclusión a su escrito de contestación, solicitó la Cooperativa demandada del Árbitro que dictara Laudo desestimando íntegramente el escrito de demanda formulado por la ex socia, confirmando íntegramente la resolución de la Asamblea General que ratificaba la resolución del Consejo Rector sobre el expediente sancionador incoado contra doña XXX y confirmando la sanción impuesta por valor de 4.060 euros.
III.- VISTA PRELIMINAR Y MEDIOS DE PRUEBA PRACTICADOS
Se celebró la vista preliminar de manera simultánea con la vista definitiva en este procedimiento arbitral en fecha 21 de junio de 2013, habiendo sido así acordado por el Árbitro – y no habiéndose opuesto las partes en el procedimiento -,  al amparo de las facultades a aquel conferidas por el artículo 26 del Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social  (DOCM  Nº 214 de 02/06/2006)  – en adelante se designa en este Laudo como el Reglamento -, que determina que “los árbitros, con sometimiento al presente Decreto, ordenarán el procedimiento arbitral con libertad para practicar cuantas diligencias consideren necesarias, aunque no les hubiesen sido solicitadas por las partes”, otorgándoles al tiempo el citado precepto a este órgano la facultad de impulsar el procedimiento con el fin de agilizar el paso de una fase a otra.

Dicha unificación de fases se fundamenta en la aplicación de lo previsto en el artículo 4 del Reglamento, que establece como principios rectores del procedimiento arbitral los de economía procesal, agilidad, igualdad entre las partes y gratuidad, dando así contenido efectivo al arbitraje como medio para la resolución extrajudicial de conflictos.
Tanto la citada vista preliminar como la vista definitiva se celebraron en la sede de los Servicios Periféricos de la Consejería de Empleo y Economía de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha en la localidad de Albacete, sitos en la calle Alarcón, número 2, de la ciudad de Albacete, para fijar los términos de la cuestión litigiosa del presente procedimiento de arbitraje, en su modalidad de Derecho, de conformidad con el artículo 22.2 del Reglamento.
Tuvo lugar dicho acto con la presencia de la solicitante del procedimiento             DOÑA XXX, con la asistencia letrada en sustitución del abogado apoderado en el procedimiento de Dña. XXX, colegiada nº X del ICA de Valencia, así como del hermano de la demandante y de hecho el titular y gestor de la explotación agraria de las parcelas de la misma,  don XXX,  con D.N.I. nº XX; así como de la parte demandada  COOPERATIVA XXX,  representada en este acto por el presidente del Consejo Rector, DON XXX, y con la asistencia letrada de Dña. XXX, colegiada nº X del ICA de Albacete, acompañando a ambos el Vicepresidente del Consejo D. XXX, con D.N.I. nº XXX.

Dando inicio a la vista preliminar, se concedió en primer lugar la palabra a la parte demandante, la cual ratificó íntegramente en este acto su escrito de solicitud de arbitraje, fijando así el objeto de su petición. A continuación, se dio traslado a la entidad XXX, la cual procedió a ratificar en todos sus términos lo establecido en el escrito de contestación aportado, así como la reiteración de la excepción de caducidad planteada de inicio a la que se opuso la demandante.
Al amparo del artículo 24 del Decreto 72/2006 se abrió el período de propuesta de medios de prueba, de forma que la parte demandante solicitó que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados por aquel y que constan en el expediente, aportando en dicho momento al procedimiento copia de la siguiente documentación:
· Copia del Registro vitícola de la demandante con sus parcelas y variedades en explotación.
· Certificado de la Cooperativa  XXX, de XXX, por la que se señala que la demandante es socia de dicha entidad con el número 715 desde el año 2008, además se señala por esta entidad que no existe para la misma una obligación de entrega de la totalidad de la producción, por cuanto “es habitual pertenecer como socio a más de una cooperativa” y ratificó el hecho de que comenzó a aportar su producto siendo todavía socia de XX.
Finalmente, se señalaba que en la Campaña 2010/2011 aportó la totalidad de su producción de uva, que sería calificada como de tipo ecológico, a dicha sociedad cooperativa de XXX.
· Declaración jurada del socio don XXX, con D.N.I. nº XX de fecha 13 de junio de 2013, en el que afirma que parte de su producción de uva en la campaña 2010/2011 se aportó a entidad distinta de XXX sin que por ello fuera sancionado por XXX.
· Declaración jurada del socio don XXX, con D.N.I. nº XX de fecha 19 de junio de 2013, en el que afirma que su producción de cereal ecológico en la campaña 2010/2011 se aportó como en años anteriores a cualquier operador ecológico, al no señalarse obligación alguna de entrega por parte de la cooperativa y que no ha sido sancionado por tal conducta.
· Declaración jurada del socio don XXX, con D.N.I. nº 7XX-Y de fecha 19 de junio de 2013, que ha desempeñado diversos cargos societarios como la vicepresidencia de XXX, en el que señala que en la Asamblea de fecha 21 de julio de 2011 el Presidente manifestó que se había presentado un recurso por la demandante pero que no explicó las razones del mismo y que aquel continúo el acto “pidiendo que levantara la mano quién estuviera de acuerdo en seguir con la sanción.” Junto a lo anterior, se afirma en este escrito que no fueron preguntados los socios sobre el hecho de que la votación fuera secreta o no.

En concordancia con lo recogido en su escrito de demanda, se solicitó por la demandante el interrogatorio del Presidente del Consejo Rector de XXX y la declaración en calidad de testigo de don XXXX, hermano de la demandante.
De contrario, la representación de la cooperativa XXXX solicitó de éste órgano igualmente que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados ya por esta cooperativa e incorporó nueva prueba documental, consistente en:

· Certificado de XXXX según el cual la imposición de la sanción pecuniaria de 4.060 euros se estableció sobre la actividad media cooperativizada de la ex socia demandante en los seis ejercicios  anteriores al expediente sancionador (2004-2009), pero eliminando para su cálculo el año de mayor producción (2004) y el de menor (2006), derivando así la suma de 193.019 kilos de uva, que divididos por los 4 ejercicios valorados, resultaba así una media de 48.255 kg.
A esta cantidad se le aplicaría los gastos de elaboración aplicados a la uva en la campaña 2010 (0,0841416 kg), resultando de la multiplicación de 48.255 x 0,0841416 = 4.060,25 euros como la sanción monetaria a aplicar.

· Listado y tickets de aportación de uva no ecológica a la Cooperativa XXXX por parte de la ex socia demandante en la Campaña 2008 / 2009.

· Listado y tickets de aportación de uva no ecológica a la Cooperativa XXXX por parte de la ex socia demandante en la Campaña 2009 / 2010.

· Copia de las hojas nº 41 a la 48 del Libro de Actas de XXXX en las que se recogen correlativamente la Asamblea General Extraordinaria de 7 de septiembre de 2008; la Asamblea General Ordinaria de 16 de julio de 2009; la Asamblea General Ordinaria de 21 de julio de 2011 y la Asamblea General Extraordinaria de 11 de septiembre de 2011.

· Se acompañan las SSAP de Jaén de 16 de junio de 2000 y de 5 de abril de 2002.

Junto a la nueva documental aportada, la demanda solicitó el interrogatorio de don XXX como agricultor y gestor principal de las parcelas de la ex socia, y la testifical del Vicepresidente de XXXX
Habiéndose admitido por este Árbitro la totalidad de medios de prueba solicitados por las partes, se dio entonces por concluida esta vista preliminar, para a continuación decretarse con carácter inmediato la celebración en un único acto de la vista para la práctica de los medios de prueba solicitados y presentación de conclusiones.
IV.- VISTA PARA CONCLUSIONES
Finalizada la práctica de los medios de prueba, ambas partes expusieron sus conclusiones, ratificando las ya incorporadas en sus respectivos escritos de demanda y de contestación.
A la vista de los antecedentes expuestos y dado que se trata de un arbitraje de Derecho, se exige motivación jurídica en su resolución; por ello el Árbitro que suscribe considera de aplicación los siguientes
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.-    Sobre la competencia arbitral
El Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha se haya facultado para el conocimiento del presente arbitraje, en virtud de las funciones que le atribuye el artículo 167 de la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre, de Cooperativas de Castilla-La Mancha.

Esta potestad para desempeñar funciones arbitrales, prevista en la legislación cooperativa autonómica, se reconoce bajo la figura del arbitraje institucional establecida en el artículo 14 de la Ley de Arbitraje, fijándose en el apartado segundo del citado precepto que se ejercerán dichas funciones conforme a sus propios reglamentos.


Se ha procedido en el presente arbitraje conforme a lo establecido en el Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social. Asimismo, se ha observado lo dispuesto en la Ley 60/2003, de 23 de de diciembre, de Arbitraje - modificada por la Ley 11/2011 de 20 de mayo -, de aplicación supletoria según lo dispuesto en la disposición adicional única del Decreto 72/2006.

SEGUNDO.-    Sobre el Convenio Arbitral y la modalidad de arbitraje
La demandante solicitó la celebración del presente arbitraje ante el Consejo Regional de Economía Social en su escrito de fecha 22 de mayo de 2012, petición que se fundamenta en la cláusula de sumisión arbitral establecida en la disposición final de los Estatutos de la sociedad cooperativa ante este órgano de la economía social y de conformidad con lo recogido en el apartado primero, letra a) del artículo 16 del Reglamento. De igual manera, la cooperativa demandada se sometió expresamente en su escrito de contestación al arbitraje solicitado.


Esta modalidad de Derecho viene reconocida como excepcional en el artículo 15 del Decreto, requiriendo previo acuerdo expreso de las partes en el uso de dicha clase de arbitraje, sin perjuicio del carácter ordinario que se establece para éste en el artículo 34.1 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre.
TERCERO.-  Sobre la excepción de caducidad de la acción.
Con carácter previo a entrar en conocimiento de la cuestión debatida, se le exige a este Árbitro examinar la excepción alegada por la cooperativa, respecto a la caducidad de la acción planteada por considerarse como extemporánea.
 Habiendo comprobado las interrupciones en el cómputo de los plazos, derivados de la interposición de las acciones judiciales y el mismo carácter antiformalista de los medios alternativos de resolución de conflictos, como el caso de los arbitrajes, se debe rechazar la excepción planteada procediendo a entrar en la valoración del fondo del asunto.

Pero ese rechazo se ve confirmado si se valora la excepción formulada en estrictos términos jurídicos, dado que este Árbitro tiene que hacer suyos los argumentos planteados por la representación de la demandante, que considerando que el Auto judicial del Juzgado Mixto Nº X de XX de fecha 25 de abril de 2012 – notificada el día 2 de mayo de 2012 - en el que declaraba su falta de jurisdicción, concedía un plazo de veinte días hábiles a partir de su notificación para la interposición de recurso de apelación frente a dicha resolución judicial, esta no adquiere firmeza ni posee verdadera eficacia jurídica hasta que haya transcurrido dicho plazo y ninguna de las partes haya mostrado su oposición a la resolución, y esa es la razón por la que ello no puede permitir el reinicio del cómputo del plazo de la caducidad alegado por la Cooperativa en los términos expuestos en su escrito.
CUARTO.-  Sobre la convocatoria y validez de los acuerdos adoptados en la Asamblea General celebrada el 21 de julio de 2011.
A la vista de la documentación aportada queda perfectamente acreditada la validez de la convocatoria de la referida Asamblea, pues se han respetado los procedimientos establecidos en el artículo 27.1 de los Estatutos con la fehaciente publicación de la convocatoria en el diario LA TRIBUNA DE ALBACETE el viernes X de X de XX, en su página número X, y sorprende a este órgano las afirmaciones de don XXXX - que según reconoció la propia demandante en la vista es en realidad la única persona que gestiona todo los relacionado con sus parcelas agrarias, explotación y relaciones con los proveedores y/o cooperativas -, de que no hubiera tenido noticia de la celebración de la misma, y esa dificultad de comprensión se ve fortalecida si consideramos que don XXXX ha sido presidente de XXXX durante varios años, por lo que conoce perfectamente los trámites y gestiones habituales en la vida de la cooperativa, y por el hecho objetivo de que la localidad donde se domicilia la cooperativa,  XXX, tiene un padrón según el INE en 2012 de 1.346 habitantes, por lo que parece del todo imposible que ninguno de ellos hubiera tenido ni la más mínima noticia  de la celebración de la citada Asamblea, en la que además se resolvía el recurso sobre su expediente disciplinario, máxime cuando otros socios, que incluso han aportado su declaración testifical a favor de la demandante, tuvieron también que resolver sus expedientes disciplinarios en la Asamblea y ellos sí asistieron a aquélla en defensa de sus derechos.
Para analizar el desarrollo de la Asamblea en cuanto a las garantías sobre el recurso planteado por la demandante, y que como tal fue desestimado, partiendo del hecho probado de la inasistencia voluntaria de la demandante tanto por si como a través de representante, y de la lectura del Libro de Actas que da fe de lo acaecido en la Asamblea de 21 de julio de 2011 en estos términos: 
“El presidente expone las alegaciones que los socios sancionados han enviado, se escucha a los sancionados aquí presentes (D. XXX y D. XXX en representación de Dña. XXXX), y se procede a la votación. - El presidente informa que la votación debe realizarse mediante voto secreto, ante lo cual los socios asistentes manifiestan su disconformidad con este método y empiezan a manifestar todos ellos que están de acuerdo con las sanciones impuestas a los socios recurrentes.- Entendiéndose por ello, que los socios renuncian expresamente a su voto secreto, se toma por unanimidad el acuerdo de desestimar los recursos interpuesto por XXX, XXX, XXX y XXX.”
Debemos poner este texto en relación con las exigencias recogidas en el artículo 19 de los Estatutos, que establece que:
“Si el socio estuviese disconforme con el acuerdo sancionador del Consejo Rector, podrá impugnar dicho acuerdo en el plazo de un mes, desde su notificación, ante la Asamblea General que resolverá en la primera reunión que celebre, previa audiencia del interesado, y en votación secreta. Transcurridos dichos plazos sin haberse resuelto y notificado el recurso, se entenderá que éste ha sido estimado.

El derecho de audiencia del socio afectado en caso de la interposición del recurso, deberá cumplimentarse como mínimo mediante la lectura ante la Asamblea del recurso presentado contra el acuerdo del Consejo Rector. No obstante, si el socio estuviere presente en la Asamblea General en la que se conozca del mismo, se le concederá la palabra por si quisiere ampliar los motivos de su impugnación.”

Sobre el carácter del voto secreto, el artículo 51.5 de la vigente Ley 11/2010 señala que: “Las votaciones serán secretas en los casos previstos en la presente Ley o en los Estatutos Sociales. En particular se votará en secreto cuando se trate del acuerdo para la elección o revocación de los miembros de los órganos sociales o el acuerdo para ejercitar la acción de responsabilidad contra los miembros de los órganos sociales, así como para transigir o renunciar al ejercicio de la acción.”; aunque la misma norma legal en el segundo párrafo de su artículo 43.3, cuando reconoce las Competencias de la Asamblea, establece la existencia de una cláusula residual según la cual: “También podrá decidir sobre la propia sesión asamblearia, respetando las competencias legales de quién la presida y, en general, sobre todos los asuntos en que así lo establezca una norma legal o los Estatutos.”
Para determinar la relevancia de las distintas afirmaciones recogidas en este apartado hay que destacar el contenido de la declaración jurada de don XXX, que expone entre otros aspectos en la misma:
“3º.- Que en el Orden del día de la citada Asamblea, entre los puntos a tratar se encontraba la sanción impuesta por el Consejo Rector a doña XXX.

4º.- Que el presidente manifestó que se había presentado recurso, pero no procedió a su lectura, y sólo dijo que doña XXX no estaba de acuerdo con la sanción, aunque tampoco dijo por qué.

5º.- Que el presidente continuó el acto pidiendo que levantara la mano quién estuviera de acuerdo en seguir con la sanción.

6º.-Que en ningún momento preguntó a los socios si deseaban que la votación fuera secreta o a mano alzada.”

La valoración de este último e importante elemento de prueba, en cuanto contradictorio con lo expresado en un acta firmada y sellada por dos miembros del Consejo y además tres socios designados en la propia Asamblea - don XXX, don XXX y don XXX, hoja nº 47 del Libro de Actas -, debe examinarse bajo los condicionantes fijados por la propia situación personal y societaria del testigo, pues el mismo era el Vicepresidente de XXXX en la fecha de celebración asamblearia con plena vigencia de su cargo – dado que en la Asamblea celebrada el día 11 de septiembre de 2011 (hoja nº 48 del Libro de Actas) como primer punto del orden del día señala la renovación del cargo de Vicepresidente de don XXX por dimisión al haber solicitado la baja como socio -; y el hecho de que también fue uno de los cuatro socios sancionados cuyo recurso se vio desestimado en la Asamblea de 21 de julio de 2011, y todos ellos fueron sancionados al igual que la demandante por entrega de uva a otra cooperativa distinta de XXX o entidad que hubiera autorizado la misma en la campaña 2010. 
El declarante, como cualquier otro socio, y aún más como componente del Consejo Rector en esa fecha, se encuentra vinculado por el contenido del acta en cuanto no la impugne en el fondo o en la forma, aspecto éste último que no consta haya procedido a realizar este socio que actúa como testigo en este procedimiento.
La impugnación que se articula desde una doble perspectiva sobre la validez del acuerdo de desestimación del recurso sobre la sanción impuesta a la ex socia, se concreta en primer lugar sobre el carácter preceptivo de la lectura de los recursos y si el término “exponer” puede suponer la equivalencia a ésta. Evidentemente si bien no se puede establecer una similitud o equivalencia exacta entre ambas acciones, de lo expuesto en el acta de la Asamblea queda acreditada la actuación libre y de pleno ejercicio por parte del resto de socios sancionados - que sí estuvieron presentes -  de su derecho de defensa y audiencia respecto de sus alegaciones, que la demandante no pudiera hacer uso del mismo tiene más de dejación de los derechos que como socia tiene reconocidos que de un auténtico impedimento u obstaculización al ejercicio de su derecho de defensa y audiencia, que tanto la Ley de Cooperativas como los Estatutos le reconocen y garantizan.
De la lectura de la legislación cooperativa ya transcrita en este apartado, queda acreditado el carácter soberano que tiene como órgano social la Asamblea General debidamente convocada, con los límites y mayorías que se pudieran establecerse legalmente, por lo que tal como se prevé en el segundo párrafo del propio artículo 51.5 de la Ley de Cooperativas respecto a la posibilidad de que se adopte la votación secreta sobre cualquier punto del orden del día siempre que lo solicite un 15 por ciento de los votos presentes y representados, a sensu contrario una mayoría conformada por la unanimidad de los socios presentes y representados (hoja nº 46 del Libro de Actas) puede así liberar de tal modalidad de secreta a una votación si así lo consideran oportuno y otorgando por ello plena validez a los acuerdos asamblearios adoptados, en este caso, la desestimación del  recurso planteado.
QUINTO.-  Sobre la imputación a doña XXXX de una conducta tipificada como infracción muy grave en el artículo 17 en su letra f) de los Estatutos.

Parte la ex socia en su escrito de demanda de un error muy común en el sector cooperativo y que se reitera en las impugnaciones dirigidas contra sanciones disciplinarias, dado que olvida que la propia Ley 11/2010 en su artículo 38, letra a), señala que la facultad sancionadora es competencia indelegable del órgano de administración, en este caso el Consejo Rector, reservando a la Asamblea General (o al Comité de Recursos de existir dicho órgano) en la letra c) del mismo precepto únicamente el conocimiento y resolución de la impugnación de los acuerdos de sanción, sin perjuicio de su posterior recurso en vía jurisdiccional o cuasi jurisdiccional como sucede en el presente procedimiento arbitral.
Atribución competencial que se ratifica en el vigente artículo 19 de los Estatutos Sociales que establece que la facultad de sancionar es competencia indelegable del Consejo Rector, exigiéndose para ello expediente instruido al efecto y con la audiencia al interesado.

Por lo expuesto, lo relevante y objeto del presente arbitraje no puede ser el acuerdo asambleario que desestima la impugnación – cuya validez se ha determinado en el apartado anterior -, sino la resolución del Consejo Rector de fecha 11 de marzo de 2011 por la que concluyó el expediente sancionador imponiendo una sanción pecuniaria de 4.060,00 euros a la demandante, que es la que se impugna en la Asamblea de fecha 21 de julio de 2011, debiendo valorarse detalladamente la previa tramitación del referido expediente.
Para salvaguardar el principio de presunción de inocencia en la imposición de de sanciones societarias es preceptiva la tramitación de un expediente contradictorio cuando se imputen infracciones calificadas como graves o muy graves, tal como establecía el artículo 32.3 letra b) de la derogada Ley 20/2002, de 14 de noviembre y en el artículo 38 b) de la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre de Cooperativas de Castilla-La Mancha, pero el Tribunal Constitucional faculta un control judicial – arbitral y por tanto cuasi jurisdiccional en este supuesto – que debe limitarse a determinar si se han respetado todas las reglas de competencia y forma en el expediente sancionador y si existe o no base razonable para el acuerdo sancionador.
Todo ello, y siguiendo la misma línea argumental de la demandante en su escrito de inicio, obliga a este órgano arbitral a hacer un examen del respeto a las garantías constitucionales y legales que se deben amparar dentro de cualquier procedimiento sancionador - que se asimilan a las previstas para los procedimientos penales - cuando se dirige contra un socio, y que cuyo incumplimiento o infracción nunca pueden ser defendibles o convalidados en base a un pretendido poder de autoorganización que la persona jurídica ostenta o que se pueda aprobar o ratificar la resolución por la mayoría, o incluso cuando esta se dé con la unanimidad de sus miembros en cualquiera de los distintos órganos sociales de una cooperativa, porque estaríamos en este caso ante la subversión del contenido del segundo principio cooperativo cuyo enunciado es la Gestión democrática por parte de los socios. Este principio es uno de los más consubstanciales a la propia esencia de una sociedad cooperativa, pero no puede dar carta de naturaleza o validez jurídica alguna a posibles conductas arbitrarias de cualquier entidad cooperativa o de sus órganos sociales, contra si o contra sus socios o terceros.
Debemos ceñirnos entonces a que se respeten los principios constitucionales como el derecho a la tutela judicial efectiva en su artículo 24.1 CE, que es obligado poner en relación con el principio acusatorio, que si bien no aparece recogido de forma expresa en la Carta Magna; sin embargo, se encuentra íntimamente ligado con otros derechos fundamentales de forma genérica, y de forma específica, con el derecho de todo acusado a ser informado de forma detallada del motivo de la acusación, es decir, de los hechos materiales por los que se le acusa y sobre los que se basa la acusación y versa el juicio contradictorio en la vista oral, así como de la calificación jurídica atribuida a esos hechos, para poder hacer valer por el socio el principio de contradicción frente a los hechos que se le imputan.

Esa es la razón por la que hay que dar inicio a ese estudio desde la conducta tipificada en el artículo 17, letra f), e imputada a la ex socia, que es la siguiente: 

“La no participación en la actividad cooperativizada de la Cooperativa en los términos que se establezcan en el apartado 3º del artículo correspondiente a <Obligaciones de los Socios> de los presentes Estatutos o la que, en su caso, determine la Asamblea General.”
La secuencia resumida de los hechos que son relevantes para el objeto de este procedimiento arbitral, y a la vista del material probatorio aportado y de lo declarado por todas las partes en la vista, podría determinarse cronológicamente de la siguiente forma:
1) Campaña agrícola 2008: Se entrega por la demandante la uva ecológica de sus explotaciones a la Cooperativa XXX de XXX, mientras que a la entidad XXX aportaba la uva no calificada como tal, aunque la ex socia además entra en ese mismo año 2008 con el número X como socia de pleno derecho en la Cooperativa de XXX, sin que se haya aportado documento alguno que acredite que esa situación se hubiera comunicado a la sociedad de la que formaba parte.

La entrega de uva ecológica a la entidad de XXXestaba autorizada por el Consejo Rector de XXX y puesta en conocimiento de los socios en la Asamblea General Extraordinaria de 7 de septiembre de 2008 (hoja nº 41 del Libro de Actas).
2) Campaña agrícola 2009: Al igual que en el ejercicio anterior, distribuye sus aportaciones entre ambas cooperativas dependiendo de la calificación o no de la uva como ecológica, también estando autorizado por el órgano de administración dicha entrega a un elaborador distinto de XXX.
3) Campaña agrícola 2010: En este último ejercicio, la demandante hizo entrega de toda su producción a la Cooperativa XXX, alegando que toda ella a esa fecha era de tipo ecológico y en la misma pertenencia a esa sociedad cooperativa, pero la autorización otorgada en este ejercicio era para entregar la uva ecológica de los socios a XXXX, y no a esa cooperativa de.XXXX 
El montante total de los kilos de uva entregados en esa campaña a la otra cooperativa se recoge en forma de certificado de XXX - emitido el 3 de octubre de 2011 e incorporado como documento núm. 8 de la demanda -, en un total de 81.260 kgs., que supondría la entrega de las siguientes variedades de uva certificadas: uva Cencibel ecológica, uva Bobal ecológica, uva Bobal, uva Syrah y uva mezcla ecológica.
Con independencia de diversas imputaciones recogidas sobre la entrega o no de los tickets de uva aportada a la Cooperativa de XXXen los años 2008 y 2009, la conducta incumplidora radica fundamentalmente en la pertenencia a otra cooperativa distinta de la que es socia y la entrega de uva ecológica a un elaborador distinto al autorizado por el Consejo Rector, junto con la no entrega de la uva que a juicio de la demandada no era toda clasificable como ecológica a XXX.
Por lo declarado en el acto de la vista por todos los socios afectados y las propias declaraciones incorporadas, el concepto de exclusividad en cuanto compromiso del socio con la entidad cooperativa, se interpreta de forma tan flexible por todos los intervinientes – incluso así se reconoce expresamente en una certificación de la Cooperativa XXX -, que lo hace prácticamente inexistente, siendo así que de forma habitual y pública existe la pertenencia de un mismo socio a varias cooperativas con idéntico objeto y actividad cooperativizada, por lo que difícilmente puede ser objeto de sanción una conducta admitida tácita o expresamente por todas las entidades cooperativas, sus órganos de administración y sus socios, que realmente a lo que puede desembocar es a comprometer la viabilidad y supervivencia de todas las sociedades cooperativas, por lo que este Árbitro tiene que indicar a título particular sobre dicha situación que es difícilmente asumible o compatible con el concepto y principios que deben presidir la actividad societaria y empresarial de cualquier cooperativa agraria.
El incumplimiento si viene expresamente reconocido por la demandante cuando teniendo pleno conocimiento de la obligación que tenía para entregar su producción de uva ecológica a XXXX - aunque este Árbitro pudiera aceptar el planteamiento de la demandante de que la totalidad de su producción era de tipo ecológico en esa Campaña -, decide a pesar de ello anteponer su pertenencia como socia a la Cooperativa XXX e incumple con ello la obligación establecida por su sociedad de origen XXX, que si bien no ha acreditado la existencia de actas de la sesiones informativas de campaña de los distintos ejercicios, el propio don XXX actuando como responsable de la recogida de la uva en las parcelas de la demandante reconoció en la vista que no asistía a dichas sesiones o reuniones aun sabiendo de su convocatoria, para finalmente señalarse por este Árbitro que no consta acta de ninguna Asamblea en el ejercicio 2010 en la copia Libro de Actas adjuntado al procedimiento u otra reunión que pudiera indicar las normas de campaña en ese año en concreto.
A la vista de prueba aportada si se ha acreditado en forma fehaciente la entrega de uva ecológica de los socios de la cooperativa demandada en los ejercicios 2008 y 2009 a la cooperativa de XXX y en 2010 a la mercantil XXXX. - según se desprende del propio documento núm. 4 de los aportados en el escrito de contestación la cooperativa, pues se han incorporado numerosos tickets de descarga de uva estando plenamente identificadas las empresas citadas en los respectivos ejercicios, correspondiendo los mismos a los siguientes socios:

· Don XXXX.

· Don XXXX, en este caso concreto incluso identificando en el ticket de  XXX de fecha 18 de septiembre de 2010 con el nombre de “XXX”, aunque con el nombre del socio en observaciones.

· Don XXXX.
Habiéndose probado el incumplimiento de la demandante, asunto distinto es que se pueda dar validez a la fijación y justificación de la sanción pecuniaria impuesta por el Consejo Rector en su Resolución de 11 de marzo de 2011, en la que únicamente expone que se le impone la cantidad de 4.060,00 euros, sin que se establezca un criterio o justificación alguna para efectuar dicha cuantificación y cuando intenta establecerlo encontramos que existen dos sistemas distintos.
En el acta de la Asamblea de fecha 21 de julio de 2011 (hoja nº 45 del Libro de Actas), es decir, casi cinco meses después de la imposición de la sanción, expresamente se señala que: “Se informa a los presentes que las sanciones se han calculado haciendo una media de los kilos que ha tenido cada socio en los últimos cinco años y a los kilos resultantes se les ha aplicado los gastos de elaboración.”
Para generar mayor confusión, el certificado emitido por don XXXX como Secretario de XXX de fecha 3 de junio de 2013 e incorporado en la vista, señala que la sanción impuesta a la demandante se ha calculado sobre la:  “Actividad media cooperativizada del socio de los últimos seis años, no obstante se elimina el año en el que más producción entregó y también en el que menos producción entregó.”; y sobre esa media se aplicarían los gastos de elaboración que se aplicaron a la uva en la campaña 2010.
Si se aplica este último criterio, la sanción resultante es por un valor de 4.060,25 euros, coincidente con la recogida en la resolución, si por el contrario empleamos los criterios del acta de julio de 2011 con los últimos cinco años, el importe se elevaría con los datos de campaña que aparecen en la certificación a un total de 4.194,98 euros, siendo evidente que este Árbitro a la hora de valorar la sanción va a aceptar como válida la de menor cuantía y que como tal ha sido fijada por la cooperativa en uso de sus facultades sancionadoras.

La nula explicación sobre los criterios en cuanto al cálculo de la sanción con la que finalizó el expediente sancionador 12/2010, unida a la ausencia de un único criterio que de igual forma sancione conductas iguales si va contra los actos propios y contra un mínimo criterio de proporcionalidad, frente a lo cual, la redacción del artículo 18.1, letra a) de los Estatutos no puede encontrar amparo a pesar de la fallida voluntad de objetivizar por parte del Consejo Rector la cuantificación de la sanción, puesto que la norma social expresa únicamente que:
“ Por las faltas muy graves, multa de MIL DOSCIENTOS UNO A DOCE MIL EUROS o suspensión al socio de sus derechos por un período de 6 a 12 meses, con las limitaciones y en los supuestos que se señalan en el párrafo siguiente, o expulsión.”

Este órgano arbitral cuando entra a justificar la imposición, el mantenimiento o, en su caso, la minoración de una sanción impuesta se encuentra plenamente obligado a argumentar y señalar los criterios empleados en el caso concreto. 
Haciendo un breve resumen de lo acaecido en este procedimiento y que ha quedado acreditado en su tramitación, comenzamos con una situación provocada por la entrega de la demandante de la totalidad de la producción en la Campaña 2010 a un elaborador distinto de la cooperativa de origen que sería XXX ni tampoco a la entidad designada por ésta en aquel ejercicio que era  la mercantil XXX– con independencia de que toda su cosecha fuera de tipo ecológico o no, pues aunque así fuera tampoco la aportó a la bodega a la que estaba obligada -, lo que conllevaría una especial gravedad de los hechos enjuiciados unido al hecho acreditado de la desobediencia deliberada a las instrucciones públicas de los órganos de gobierno de XXX, considerando de máxima relevancia además el pleno conocimiento de los derechos y obligaciones que un socio cooperativista ostenta frente a la sociedad, por el propio desempeño de labores directivas como antiguo presidente de don XXX, que no es sino el “verdadero socio” en las relaciones de la demandante con la entidad, debiendo finalmente valorar que la cosecha no aportada a la entidad establecida supone un total de 81.260 kgs. según reconoce la propia demandante, existiendo la necesidad de establecer una sanción acorde con aquéllos hechos, por lo que este Árbitro fija la sanción pecuniaria en una cuantía de TRES MIL EUROS (3.000,00 euros), por cuanto así se ve reducida hasta una cuarta parte de la horquilla prevista estatutariamente, rebajando la inicialmente fijada dado que la cooperativa realmente no ha realizado una mínima labor coherente para la valoración y graduación de la sanción impuesta en la Resolución del Consejo de fecha 11 de marzo de 2011.
SEXTO.-  Sobre la baja solicitada como socia de la demandante
Este arbitraje no va a entrar en las alegaciones sobre la baja de la ex socia y su calificación como injustificada, por no ser objeto del presente procedimiento, pero si se debe señalar, porque así constan en el mismo, que el hecho de causar baja en una cooperativa hay que ponerlo en relación con el principio de “puertas abiertas”, el cual trae su origen en los que se establecieron desde los inicios del movimiento cooperativo - por los denominados “Pioneros de Rochdale” en el año 1844 -, que deben inspirar la constitución y el funcionamiento de las sociedades cooperativas y de sus socios. Originalmente se configuró su contenido como primer principio cooperativo de “Libre adhesión y libre retiro”, que en la nueva redacción dada por la Alianza Cooperativa Internacional (ACI) en el año 1995, ha pasado a denominarse de “Adhesión voluntaria y abierta”.

El contenido de este primer principio se resume por el movimiento cooperativo como la no existencia de ninguna razón discriminatoria que impida entrar o que provoque la salida de alguien de una cooperativa. Como bien dice este Principio sólo se exigen dos requisitos a la hora de entrar en una cooperativa: 
a) Por un lado: ser capaz de utilizar sus servicios, porque la esencia de la cooperativa como empresa es satisfacer unas necesidades. No se puede formar parte de una cooperativa aportando un capital con el único objetivo de multiplicarlo sin preocuparse por más, como ocurre en las empresas mercantiles.
b) Por el otro: aceptar las responsabilidades de la condición de socio. El valor de la autorresponsabilidad se refleja en el primer principio. Todo el mundo que entra en una cooperativa tiene que asumir el proyecto como suyo, con las responsabilidades que correspondan.
El artículo 1.3 de la derogada Ley de 2002 establecía que las cooperativas de Castilla-La Mancha deberían ajustarse “en su estructura y funcionamiento a los principios formulados por la Alianza Cooperativa Internacional”, que actúan a semejanza de los principios generales del derecho, reconocidos como fuente del ordenamiento jurídico español en el artículo 1 del Código Civil, que se ve reproducido en similares términos en el vigente artículo 2.2 de la Ley 11/2010, de 4 de noviembre.

Esos mismos principios, en concreto el tercero “Participación económica de los asociados”, supone para los socios que deben contribuir equitativamente al capital de sus cooperativas y que lo gestionan de forma democrática, siendo al menos parte de ese capital propiedad común de la cooperativa, asumiendo también esas obligaciones de forma equitativa. 

El proyecto en común que supone una sociedad cooperativa debe tener una viabilidad económica y de rentabilidad a largo plazo, tanto en la cantidad de producto que gestiona la entidad como en unos ingresos que hagan posible hacer frente a las responsabilidades ante los socios y frente a los terceros con quienes la cooperativa junto con sus socios libremente ha contraído. Eso motiva que frente a las bajas voluntarias que se solicitan en el legítimo ejercicio de su derecho por los socios, puedan ser sometidas sus liquidaciones a deducciones por la sociedad cooperativa como consecuencia de compromisos con terceros e inversiones anteriores no amortizadas y aceptadas por los socios en ejercicios anteriores.
SÉPTIMO.-  Sobre las costas del procedimiento arbitral.

En virtud de lo establecido en el artículo 4 del Reglamento de los procedimientos de arbitraje, se señala como uno de los principios rectores el de gratuidad para las partes en lo que se refiere a los honorarios del Árbitro, debiendo satisfacer cada parte los gastos efectuados a su instancia y los que sean comunes por mitad, salvo que las partes acuerden otra forma de reparto. Finalmente, para la sustanciación del presente procedimiento, el Árbitro no ha incurrido en gastos ajenos a la propia actuación arbitral.
A la vista de los antecedentes de hecho y fundamentos de derecho expuestos, procede dictar, en Derecho, el siguiente
LAUDO

PRIMERO.-   Se acuerda declarar por este Árbitro la desestimación parcial de la demanda de arbitraje interpuesta por doña XXXX frente a la entidad cooperativa XXXX, decretando así la PLENA VALIDEZ del acuerdo de la Asamblea General de fecha veintiuno de julio de dos mil once por el que se desestimo el recurso contra la sanción impuesta a la demandante, de conformidad con el expediente sancionador nºX/X.

Igualmente se acuerda declarar la PLENA VALIDEZ de la resolución del Consejo Rector de fecha once de marzo de dos mil once, por la que se impuso al socio demandante una sanción por conductas subsumibles en la infracción muy grave tipificada en el artículo 17, letra f) de los Estatutos Sociales de la cooperativa, aunque ante la demostrada falta de motivación y proporcionalidad del órgano sancionador, se deja sin efecto la sanción impuesta de CUATRO MIL NOVENTA EUROS (4.090,00 euros), reduciéndose la sanción impuesta hasta una cuantía que se establece al amparo del artículo 18.1, letra a) de la norma societaria establecida para las faltas muy graves en una cuarta parte de los límites fijados estatutariamente, resultando así una sanción pecuniaria de TRES MIL EUROS (3.000,00 €), de acuerdo a la valoración y los criterios expuestos en el Fundamento de Derecho Quinto de este Laudo.
SEGUNDO.-   El presente arbitraje es gratuito para ambas partes, en lo que a honorarios y gastos del Árbitro se refiere. Con relación a los honorarios de letrados u otros profesionales que pudieran actuar en el procedimiento, deberán satisfacerse a su instancia por cada parte.

El Laudo arbitral podrá presentarse para su protocolización notarial en los plazos y con los requisitos establecidos en el artículo 31 del Reglamento.


Este Laudo, firmado por el Árbitro, será notificado a ambas partes a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, de conformidad con el artículo 29 del Reglamento y contra el mismo cabe interponer la  acción de anulación, según lo previsto en el artículo 32 del Reglamento, que se remite en esta materia a lo establecido en el artículo 40 y siguientes de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, siendo el tribunal competente para conocer de la misma la Sala de lo Civil y de lo Penal del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha.

Todo lo anterior, sin renuncia del derecho que a las partes les asiste de solicitar la corrección, aclaración y complemento del presente Laudo, al amparo del artículo 30 del Reglamento.

TERCERO.-   Los laudos arbitrales tendrán eficacia desde su notificación a las partes en el procedimiento y cabrá, en su caso, la  ejecución forzosa  de la presente resolución, a tenor de lo establecido en el Título VIII de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.


Se estará en materia de competencia para la determinación de los Tribunales competentes para las funciones de apoyo y control del arbitraje a lo establecido en el artículo 8 de la Ley arbitral, en la redacción dada por la Ley 11/2011.
Este es el Laudo que pronuncio, mando y firmo en Albacete, a tres de julio de dos mil trece.

Fdo.: Justo Juan Pliego Romero
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